“Aranceles universitarios ajustados al índice per cápita de cada hogar”
La LEGE en sus primeros artículos, señala que el Gobierno tiene el deber de generar las condiciones para garantizar la calidad y equidad de la educación. El artículo n°3 señala explícitamente que la educación debe estar al alcance de todas las personas a lo largo de toda la vida y que debe propender a asegurar que todos los alumnos y alumnas, independientemente de sus condiciones y circunstancias, tengan las mismas oportunidades de recibir una educación de calidad. Para lograr que este objetivo se cumpla proponemos una solución simplificada en la moción: “Aranceles universitarios ajustados al índice per cápita de cada hogar”. Esta consiste, como su nombre lo dice, establecer un sistema donde el pago de matricula sea acorde a los sueldos o salarios que percibe cada familia en su conjunto, para evitar el excesivo endeudamiento al que se ven enfrentadas las familias chilenas actualmente ya que de los países pertenecientes a la OCDE, Chile es uno de los países con menos porcentaje de gasto público en educación, donde más del 70% del financiamiento recae en las familias.
Nuestra moción busca que los estudiantes accedan a las universidades en igualdad de condiciones económicas, de tal manera que las personas que vienen de familias con bajos ingresos, tengan las mismas opciones de una familia que puede pagar los altos aranceles de las universidades, sin necesidad de desertar por no obtener los créditos necesarios para la cobertura total de estos. Las diferencias serían costeadas por el estado en su deber de generar las condiciones que garanticen equidad y calidad, y el estudiante, una vez egresado, tendría el deber de retribuir al estado trabajando en instituciones públicas los primeros años, con un sistema similar al de las becas de pedagogía que existen actualmente, pero extendidas a todas las áreas,  como las Becas Chile. Además esto implica un mayor compromiso del estado frente a la educación lo cual se reflejaría como una inversión por parte del estado hacia los estudiantes de educación superior en pos del mejoramiento de la sociedad y país. Esto se traduciría en un ahorro a largo plazo para el estado, ya que contaría con profesionales calificados, de tal manera que los estudiantes egresados serían un potencial económico para la región, y además en igualdad de condiciones trabajarían por vocación, sin impedimentos para desarrollarse libremente y comprometidos con su país y las posibilidades de desarrollo que este les brinda. Además esto generaría mayor competitividad entre las instituciones educativas en términos de calidad de la educación, y por lo tanto, a largo plazo esto se traduciría en mejores evaluaciones hacia los profesionales de nuestro país.
Es así como lograríamos solucionar uno de los mayores problemas a los cuales nos vemos enfrentados los estudiantes en nuestros días de tal forma que, alumnos y alumnas, independiente de sus circunstancias, podamos avanzar en igualdad de condiciones hacia una de las decisiones más importantes de nuestras vidas: la elección de la carrera que permitirá transformarnos en un aporte significativo a esta sociedad a través de una ley que permita perfilar un desarrollo más justo de nuestro país y que disminuya la brecha de desigualdad económica entre estudiantes universitarios.
